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			Nota preliminar

			 

			 

			 

			No ha sido el simple interés intelectual del especialista lo que ha movido la redacción de estas páginas, sino también la congoja del ciudadano. Algunas entidades sociales y grupos organizados de intelectuales sin vinculación inmediata con el poder público, que comparten las mismas inquietudes, me han animado reiteradamente para que elaborara un informe básico que pudiera ser el punto de partida de un debate en profundidad sobre el manifiesto deterioro de las instituciones públicas en España. De manera que, aunque este escrito contiene mis análisis sobre la etiología y gravedad de los problemas y establece las propuestas que me han parecido adecuadas para arreglarlos o disminuir su incidencia, espero que sirva también de punto de arranque para alumbrar las salidas de la situación, romper su enquistamiento y remover los inconvenientes que se oponen a su cambio. 

			He procurado superar los oscuros dominios del lenguaje técnico para que la lectura del texto no incomode a los ciudadanos no especializados en cuestiones constitucionales, pero soy consciente de que en algún tramo del recorrido no he podido prescindir de usar conceptos que pueden resultar enrevesados. Creo que así ha ocurrido en parte del capítulo VII, donde trato de la proliferación de los legisladores y la confusa interrelación entre las normas estatales y autonómicas. Pero he organizado cada capítulo con planteamientos, desarrollos y conclusiones estancos, para que sea fácil superar cualquier obstáculo y seguir la exposición hasta el final.
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Crisis constitucional


			 

			 

			 

			Avanza inexorablemente el proceso de deterioro de las instituciones constitucionales. Ninguna de ellas, de los parlamentos a los partidos políticos, del Tribunal Constitucional al Consejo General del Poder Judicial, de la justicia ordinaria a los sindicatos, de la administración estatal a la municipal, funciona adecuadamente en España. Se alude a estos problemas en los medios de comunicación mucho menos que a los derivados de la crisis económica que está arrasando empresas, destruyendo puestos de trabajo y haciendo retroceder a trancos la calidad de vida de los ciudadanos. Pero las encuestas más solventes muestran el crecimiento del desafecto del pueblo hacia la clase gobernante, cualquiera que sea el signo político de sus miembros, al tiempo que se consolida la convicción de que son necesarias amplias y profundas reformas del Estado. 

			Son las manifestaciones más generales de una crisis constitucional de enorme hondura, y que resulta más grave para España, y será más duradera y difícil de resolver, que la crisis económica. La generalidad de los ciudadanos, que entienden mal la economía y peor aún los análisis, diagnósticos y pronósticos de los sabios economistas, tan discrepantes entre sí y con tanta holgura para el yerro, creen que el arreglo no vendrá de las acciones de los gobiernos, sino que lo traerá la invisible ley de los ciclos económicos que, en un futuro no lejano, hará resurgir la riqueza de un modo tan inesperado y asombroso como un día nos abandonó. Ese momento llegará necesariamente, cualquiera que sea el monto de las equivocaciones con que el Gobierno afronte la actual depresión. Pero la crisis constitucional es, sin embargo, asunto de más difícil arreglo.

			La relación de los españoles con sus Constituciones, desde 1812 hasta hoy, es bastante singular. Ninguna de ellas ha sido muy duradera y casi todas fueron cambiadas en el marco de revoluciones o convulsiones sociales o políticas. No han sido reformadas sino derogadas u olvidadas. Es decir que, de acuerdo con nuestra historia constitucional, ha bastado un lustro a veces, o no ha sido necesario que transcurriera el tiempo de una generación, para que se haya considerado que todo el esfuerzo constituyente previo era perfectamente inútil e inaprovechable. Es llamativa esta afición española por situarse siempre en el borde de todos los precipicios y preferir la confrontación y los momentos revolucionarios a cualquier otra alternativa de continuidad y mejora que parta de las soluciones alcanzadas en algún momento anterior. Los españoles han sido siempre más partidarios del poder constituyente, que permite empezar de nuevo y derribar las instituciones políticas desde sus cimientos, que asegurar la continuidad, el respeto y la mejora de las opciones ya establecidas. 

			Las rupturas revolucionarias con el pasado suelen ser consecuencia de la resistencia ofrecida al cambio por los grupos políticos y élites sociales que han conseguido instalarse en el poder y lo han convertido en una fuente inagotable de prebendas. El egoísmo y la corrupción propios de estas situaciones sólo pueden superarse mediante una fuerte contestación que acaba rompiendo las resistencias, pero que obliga a renovar las instituciones, también podridas por el mal uso. A un proceso constituyente sigue, en España, otro proceso constituyente, y no pacíficas y razonadas reformas de la Ley Fundamental establecida. La estabilidad constitucional de España, en los doscientos años de historia transcurridos desde 1812, ha sido mínima.

			En algunos procesos constituyentes también se ha hecho presente de forma repetida otro rasgo caracterizador de las actitudes de los representantes políticos del pueblo, que es la improvisación. Asombra que rara vez los textos constitucionales hayan venido precedidos de estudios reposados y enjundiosos sobre las opciones organizativas disponibles, las razones de elección de algunas de ellas en concreto y los resultados esperables de su aplicación. Método valorativo éste que, en general, debería utilizar el legislador para establecer hasta las regulaciones más insignificantes, por lo que resulta inconcebible el manifiesto desprecio hacia el mismo cuando se incoa la tarea gravísima de poner en pie una Constitución nueva. Los estudios específicos sobre cada una de nuestras Constituciones históricas, hechos recientemente por renombrados autores para la importante colección en nueve volúmenes que ha dirigido el profesor Miguel Artola, reflejan perfectamente esa recalcitrante improvisación constitucional guiada más bien por tópicos y dogmatismos que por análisis bien fundados acerca de la idoneidad de las soluciones propuestas. 

			Cuando las Constituciones han durado más, como ocurrió con la de 1876, o está pasando con la de 1978 en la actualidad, ha sido porque la clase política y las élites sociales han conseguido trenzar sus intereses de modo que las ventajas de la estabilidad y el parasitismo sobre las instituciones públicas se reparta de un modo equilibrado entre ellos o, en su caso, procurando una razonable rotación en el disfrute de las prebendas. Si la situación aprovecha a todos los principales actores políticos y sociales existirán menos razones para cambiarla. El anquilosamiento o la congelación del régimen constitucional no es difícil si la trama se extiende por todo el territorio del Estado, apostando en cada lugar estratégico a un leal cacique local que asegure la aceptación pacífica, o incluso entusiasta, y desde luego participativa, del reparto del poder. 

			Con la Constitución de 1978 está pasando también algo de lo dicho. Pero su preservación a lo largo de casi treinta y cinco años, sin tocarla sino con dos reformas poco importantes vinculadas a nuestra relación con la Unión Europea, se ha debido también a las circunstancias históricas en que se aprobó y consolidó, que han contribuido, con la ayuda impagable de los medios de comunicación, a mitificarla. La Constitución vigente, en efecto, cerró los malos recuerdos de una guerra civil, puso fin al régimen de Franco y estableció una democracia cuarenta años después de consumido el efímero régimen republicano regulado por la Constitución de 1931. Las Cortes franquistas aceptaron voluntariosamente la transición hacia la democracia y los nuevos preceptos constitucionales fueron encadenándose en unas Cortes constituyentes convencidas de que tenían que levantar un monumento legal que no generara discrepancias irreductibles y asegurara que nunca más retornarían las situaciones bélicas ni los gobiernos autoritarios.

			Por si no fueran suficientes esas emociones para mitificar un texto, el intento de derribarlo mediante un golpe militar el 23 de febrero de 1981 multiplicó los afectos hacia la Constitución establecida y sus instituciones, de forma más que justificada. La exaltación de la Constitución como una ley sagrada ha sido, desde entonces y hasta hoy, continua, lo que ha contribuido también a petrificarla ya que cualquiera que se haya atrevido a alzar la voz contra ella ha arriesgado a ser considerado un fascista irredento, heredero probable de las ideologías que señorearon el país durante cuarenta años.

			Poco a poco, sin embargo, la razón se está imponiendo al mito, y entre los especialistas en Derecho público —constitucional y administrativo principalmente— no hay nadie serio que no crea que algunas partes de la Constitución deben ser reconsideradas. Hay poco que decir acerca de las declaraciones de derechos que contiene, pero mucho de todo lo demás. Estas consideraciones, basadas en el conocimiento de la aplicación práctica de ese texto fundamental y las carencias observadas, se han ido extendiendo también hacia los ciudadanos no especializados, como las encuestas de opinión más atendibles revelan. 

			Las proyecciones de estas exigencias alcanzan a la práctica totalidad de las instituciones, aunque la severidad de la crítica no sea equivalente en relación con todas ellas. La crisis económica ha determinado que se resalte más la contestación contra la regulación de la organización territorial del Estado. El sistema de autonomías está siendo cada vez peor considerado. La razón inmediata es que los ciudadanos creen que ha servido, sobre todo, para multiplicar la clase política, nutrida hoy de muchos más efectivos que en los primeros años de vigencia de la Constitución, que se reparten infinidad de cargos de nueva creación cuya necesidad y utilidad niegan. Aumenta progresivamente la crítica a su comportamiento manirroto, al desarrollo de inversiones inadecuadas y gastos desorbitados y prescindibles. Decididos además, según se lee o escucha cada vez con más frecuencia en los medios de comunicación, por personajes sin ninguna cualificación, incapaces para la administración de la cosa pública porque, con toda seguridad, tampoco eran hábiles para la gestión del más modesto negocio familiar. 

			La aversión al sistema de autonomías está creciendo y, como es el núcleo de la gobernación del Estado, el desafecto se extiende naturalmente a la Constitución que lo ha establecido, traduciéndose en reclamaciones favorables a una reforma radical.

			Más allá de esta genérica protesta, las propuestas específicas de reforma no abundan. Pero quizás de lo leído y oído durante estos últimos años puedan deducirse tres grupos de actitudes: la primera, radical, comprende a quienes defienden, sin más, la supresión del modelo actual de autonomías y la restitución del centralismo que dominó la organización del Estado durante la mayor parte de los dos siglos precedentes; la segunda postula una marcha atrás más limitada que podría consistir en la rebaja de las competencias de las Comunidades Autónomas y una reducción sensible de la organización política y administrativa de las mismas; y la tercera, además de lo anterior, también propone remarcar las diferencias de las regiones históricas, considerando como tales a Cataluña, País Vasco y Galicia, cuya condición especial habría que reconocer de algún modo para ordenar el Estado con criterios más cercanos a las reivindicaciones de estos territorios periféricos. En el límite de esta corriente se sitúan los grupos independentistas.

			Cualquiera de estas propuestas, tan diferentes, parte de la convicción de que la Constitución de 1978 presenta su peor cara en materia de organización del Estado. En general estas críticas significan que los ciudadanos, y también los especialistas, perciben que el Estado y la clase gobernante son uno de los más serios problemas que condicionan el futuro. El Estado, aceptado por los ciudadanos libres como la mejor opción posible para asegurar la convivencia pacífica y garantizar, en el sentido de la teoría lockeana, la libertad y la propiedad, se ha convertido en el peor de los enemigos de los valores que está llamado a preservar. El Estado no resuelve problemas a los ciudadanos, sino que es un problema en sí mismo. Terrible situación ésta en que el pueblo soberano se percata de que ha permitido el nacimiento de una criatura monstruosa que terminará devorándolo. 

			Tiene diferente envergadura cada una de las ideas reformistas indicadas, pero todas habrían de ser implementadas mediante reformas constitucionales y modificaciones profundas de los Estatutos de las Comunidades Autónomas existentes. Nadie se atreve a negar que sea éste el camino, pero ¿están los gobernantes y los partidos dispuestos a recorrerlo? ¿Es posible una reforma constitucional en la España actual o puede, por el contrario, sostenerse que España no reforma sus constituciones sino que las aplasta, destruye, desplaza o sustituye por otras nuevas, como ha ocurrido siempre?

			Los indicios son más favorables a presumir que la reforma constitucional es punto menos que imposible a corto y medio plazo pese a que la decadencia del sistema de autonomías y la enorme crisis que conlleva sean palmarias. 

			Por lo pronto, puede constatarse que no se ha intentado nunca en serio durante los años pasados, por más que los problemas que arrastra su aplicación vengan de lejos. En 2006 el Gobierno solicitó del Consejo de Estado que informara sobre una posible reforma constitucional, aunque concebida con un alcance limitadísimo y casi ridículo por su minimalismo, que restringía mucho el ámbito en el que debía moverse el informe del Consejo: se pretendía llevar a la Constitución la denominación y número de las Comunidades Autónomas establecidas, sin cambiar en absoluto su régimen, sólo para que tuviera reflejo en aquélla el «mapa» definitivo de la organización territorial del Estado; modificar, por otra parte, el Senado para convertirlo en una «auténtica cámara de representación territorial», según suele decirse; cerrar, en tercer lugar, el modelo imposibilitando nuevos acrecimientos de las competencias autonómicas a costa de enflacar al Estado. Y, por último, establecer alguna previsión sobre el proceso de integración europea. El Consejo de Estado hizo en su informe consideraciones bastante entretenidas acerca de cómo podían llevarse a cabo aquellos propósitos reformistas. Se paró mucho a considerar dónde encajaba mejor, entre los diferentes preceptos constitucionales, el «mapa», y dedicó un fundamentado exordio a la mejor solución organizativa para adaptar el Senado, ante la insistencia en la necesidad de reformarlo, tan maniática como probablemente contraproducente, como tal vez haya ocasión de explicar más adelante. También fue el informe generoso en consideraciones sobre cómo podría ponerse punto final o «cierre» definitivo a la inestabilidad del modelo autonómico, que la Constitución había dejado abierto y sometido al albur de iniciativas reformistas de los propios territorios autónomos. En cuanto a la integración europea, propuso la incorporación al texto constitucional de una «cláusula Europa», inspirada en las reformas alemana y francesa acordadas con ocasión del Tratado de Maastricht. 

			Todo aquello, las preocupaciones gubernamentales (bastante próximas a los temas más de moda entre algunos grupos de constitucionalistas y administrativistas) y las respuestas del Consejo de Estado, quedó en nada. Además de difícil el tema se había mezclado con la posible reforma de los preceptos concernientes a la sucesión en la Jefatura del Estado para aplicar también a esta institución el principio de igualdad de sexo. Pero alguien debió darse cuenta a tiempo de que sería inconstitucional trasladar la consagración de tal principio a una disposición transitoria sólo aplicable después de que quedara asegurada la sucesión en favor del actual Príncipe de Asturias, y, al cabo, todos los impulsos reformistas se desinflaron. En buena hora: los concernientes a las Comunidades Autónomas no abordaban ni uno solo de los problemas principales del sistema, de modo que hubiera sido inútil cualquier esfuerzo. 

			En la actualidad ha vuelto a hablarse de reformas. Algunos grupos políticos minoritarios esgrimen su necesidad, pero no es fácil saber si se trata de estrategias urdidas con otros propósitos. El Gobierno y los principales partidos callan o manejan conceptos e ideas inconcretos. Ni siquiera los grupos nacionalistas más activos tienen programas claros porque sus políticas están concebidas al margen de la Constitución. Esta inquietante ambigüedad está siendo analizada con interpretaciones preocupantes. Algunos grupos de intelectuales eminentes, con autoridad, han constituido círculos de opinión y asociaciones diversas desde las que tratan de rellenar el ominoso vacío haciéndose oír y preparando escritos con sus visiones de las reformas que el país necesita. El eco de sus propuestas es variable pero, al menos, los integrantes de estas plataformas sociales dejan a salvo su espíritu cívico proponiendo debates sobre los graves problemas que les acongojan. 

			La mayor parte de la población, menos informada, y una mayoría cada vez más evidente de los medios de comunicación están interpretando la resistencia a la reforma del modelo de Estado de una forma más grave. La clase política, se afirma, se ha apoderado del Estado. Las Comunidades Autónomas han procedido a la multiplicación de las posibilidades de empleo que se aprovechan por los políticos; éstos, una vez establecidos, se han encastillado en sus posiciones. Una red de influencias caciquiles y partidarias les ha hecho inexpugnables. Nadie aceptaría una modificación de la Constitución que implicase una variación de la situación establecida, que arrasaría intereses económicos, lealtades de tribu y posiciones de poder que no podrían reproducirse en ninguna otra parte fuera del inconmensurable aparato público.

			Que las Comunidades Autónomas han multiplicado los puestos de trabajo, bien pagados e influyentes, cuya dotación depende de los partidos políticos, es innegable; y que la trama de influencias, nacidas de estos intereses, tantas veces corruptos y bastardos, es imprescindible para que la situación se perpetúe, no necesita ninguna argumentación complementaria. Pero, si fueran éstas las razones de la desorientación ante las urgencias de las reformas, la clase política dominante, en el Gobierno y la oposición, estaría sembrando las semillas seguras de su propia destrucción. El pueblo soberano les castigará, a no tardar, volviéndoles la cara y manifestando su desprecio, decaerá su poder electoral y serán sustituidos por otros grupos políticos, posiblemente populistas, que destruirán de una sola vez todo lo establecido. No reformarán la Constitución seguidamente, sino que la tomarán al asalto, llamarán al pueblo a rebato, y cambiarán la Ley Fundamental por otra de nueva planta, como se corresponde con la arraigada tradición de los españoles. 

			Una de las manifestaciones más recientes de esta actitud de no querer hablar de reformas constitucionales procede del actual Gobierno del Estado. Ciertamente lleva pocos meses en activo, pero es difícil de explicar que la orientación política que con más frecuencia invocan sus miembros sea la de las reformas estructurales y, si se siguen las rápidas iniciativas aprobadas cada viernes en Consejo de Ministros desde hace meses, se constatará que casi todas ellas afectan principalmente a los derechos de los ciudadanos (impuestos, empleo, educación, sanidad...) para acomodar su contenido, con restricciones indiscutiblemente necesarias, a la grave situación de crisis económica que atraviesa España. Pero lo llamativo es que, sin embargo, nada se ha hecho en serio para reformar el Estado, que es donde, a juicio de la opinión pública y de los mejores expertos, deben centrarse las acciones más urgentes.

			Más allá de un proyecto de reforma de la Administración local, bastante inocente en cuanto a las posibilidades de que pueda recortar sensiblemente el gasto público, no hay noticia de que se esté pensando en serio (es decir, que expertos con conocimientos suficientes en la materia hayan sido requeridos para estudiar la cuestión y ofrecer soluciones) en la crisis constitucional que nos agobia. Pensando, por tanto, en el meollo de la cuestión, no en sus flecos e hijuelas. Abordando una reforma profunda del Estado, no parcheando las vías de agua más escandalosas.

			He abordado la redacción de este pequeño ensayo, animado por alguno de los círculos intelectuales a que antes me he referido y algunas instituciones, predominantemente privadas, llenas de preocupación y con una manifiesta inquietud por la situación, para tratar de provocar un debate y ofrecer las propuestas que no llegan de los centros oficiales. Quizás sea perdonable el atrevimiento considerando que llevo más de treinta años estudiando estos asuntos y publicando sin parar sobre ellos, ofreciendo análisis que, por lo general y hasta el momento, han sido favorablemente secundados por nuestros mejores especialistas, jueces constitucionales y políticos con sentido del Estado.

			Ofreceré aquí, por tanto, mi opinión acerca de si es necesario reformar la Constitución, en qué sentido convendría hacerlo, si es posible llevar a cabo la reforma y, caso de no acometerse, por incapacidad de la clase política para acordarla, qué otras fórmulas podrían seguirse para arreglar la mayor parte de los problemas organizativos existentes.

			Todo ello, naturalmente, tiene que ir precedido del análisis de las raíces de la situación a que hemos llegado. Es ésta más grave de lo que los ciudadanos perciben. Para el pueblo llano lo importante es despejar España de tanto abuso, de políticos afincados por doquier lucrándose del erario público. Para los juristas la cuestión es bastante más seria. Constatamos el despilfarro y la desmesura organizativa, desde luego, pero también que el Título VIII de la Constitución, concerniente a la organización territorial del Estado, ha dejado de aplicarse, que existe una convivencia caótica de normas estatales y autonómicas inmanejables, que las sentencias del Tribunal Constitucional que interpretan las leyes, o incluso las anulan, no se cumplen casi nunca, que las leyes del Estado no se aplican, que el Estado carece de competencias efectivas para asegurar la unidad política y económica de España, y un largo etcétera de asuntos agregados. 

			Partiré, en todo caso, de una constatación que por primera vez enuncio: el Título VIII de la Constitución, que ha dado lugar a la organización del sistema autonómico, es un desastre sin paliativos, un complejo de normas muy defectuosas técnicamente, que se juntaron en dicho texto sin mediar ningún estudio previo ni una reflexión adecuada sobre las consecuencias de su aplicación. Nunca había sostenido tales afirmaciones con semejante crudeza, como tampoco lo ha hecho ninguno de los especialistas más solventes de nuestro país. Aunque conocíamos estos defectos desde el principio, los hemos asumido y hemos tratado de racionalizarlos por las mismas razones que llevaron a todos, políticos, periodistas y ciudadanos del común, a respetar el texto constitucional como si nos hubiera sido revelado. Es más, un grupo de juristas entre los que me cuento con orgullo contribuyó a interpretar y hacer posible la aplicación de la Constitución, añadiéndole explicaciones que han servido para que funcione, con mejor o peor fortuna, durante años. Hasta que la crisis constitucional ha convertido la reforma en indispensable. Ahora es momento de poner punto final a la mitología porque o la Constitución se arregla en los extremos precisos de modificación, o puede producirse una seria debacle en un futuro inmediato.

			Algunas veces, para hacer presente de una forma visual y clara que es posible formular políticas unitarias, robustas y consensuadas, en el marco de la regulación constitucional establecida, sin necesidad de reformarla, los gobernantes estatales se hacen fotografiar con los autonómicos en amable conjunción. Hace poco que se ha divulgado la imagen del actual Presidente del Gobierno con los presidentes y otros «barones» (un horror de palabra que rememora formas de lealtad feudal) territoriales del mismo partido, para ilustrar que las políticas gubernamentales pueden ser aplicadas de forma exacta y leal, haciendo un frente común a la crisis económica. Pero esta clase de exhibiciones visuales produce más bien, a cualquier observador crítico, justamente la sensación contraria a la que pretenden generar, ya que se deduce de ellas que la vertebración del Estado no está cifrada en la correcta articulación constitucional de los gobiernos central y territoriales y del ensamblaje adecuado de sus instituciones, sino de la afortunada casualidad, transitoria sin embargo, de que un solo partido haya sido capaz de obtener apoyos populares suficientes para hacerse cargo de todos esos gobiernos simultáneamente. Pero la situación es efímera, no está asegurado su mantenimiento por las instituciones a las que correspondería hacerlo, y no comprende, además, a ninguna de las Comunidades dominadas por otros partidos políticos.

			Estas instantáneas, que incluyen a líderes del Gobierno o de la oposición cuya solvencia moral y buenas intenciones no me ofrecen la menor duda, expresan sin embargo perfectamente cómo están atrapados por una tela de araña tupida y vigorosa, donde radican intereses muy afianzados que condicionan cualquier cambio y acción política. 
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El error originario


			 

			 

			 

			Nadie puso en duda, en los tres años que transcurrieron desde la muerte de Franco hasta la aprobación de la Constitución de 1978, que uno de los objetivos políticos de los cambios que había que introducir en el Estado era la descentralización. Primaba, entre todas las razones esgrimidas para acometerla, la más elemental: había que significar el cambio de régimen organizando el Estado de modo radicalmente diferente a como lo había estado durante los últimos cuarenta años. De la descentralización se esperaba, antes que otra cosa, una liberación; se consideró sin discutirlo que era la manera más segura de sacudirse la carga pesadísima de un poder concentrado e inmenso, omnipresente e incontestable. En los territorios periféricos, en los que la reclamación autonómica se había mantenido viva durante el franquismo y reactivada en la época de la Transición, las manifestaciones ciudadanas asumieron repetidamente un eslogan con ritmo, que gritaban con la naturalidad de quien exige lo obvio: «Libertad, amnistía y estatuto de autonomía». Y los más viejos partidos españoles, que eran entonces los de la izquierda (PSOE y PC) pasaron por una época asombrosamente pueril en la que estuvo de moda denostar el nacionalismo español, identificándolo con ideologías neofascistas, franquistas o, al menos, de derechas. Los líderes de estos partidos rehuían la utilización de la palabra «España» y se puso de moda la expresión alternativa «Estado español» o «Estado» a secas, subrayando así que no eran nociones equivalentes y que España era una de las naciones que integraban el Estado plurinacional. Los territorios periféricos eran nacionalidades (también «regionalidades» llegó a escribirse en un programa del PSOE de 1978) cuya integración en el Estado español tenía que resolverse definitivamente, según esos mismos programas, siguiendo el camino de su libre autodeterminación.

			La devolución a Cataluña del régimen autonómico, que se instauró por primera vez durante la II República y perdió con la Guerra Civil, se simbolizó con la aparición en el balcón principal del Palacio de la Generalitat en Barcelona del Presidente en el exilio, Muy Honorable Señor Josep Tarradellas, que representó su retorno como una pacífica conquista del pueblo. «Ja sóc aquí», dijo, rasgando un segundo el emocionado griterío de la multitud llegada a la plaza para celebrarlo.

			Aquella jornada, tan vibrante y memorable, fue el final de una intensa negociación conducente al regreso del Presidente y el restablecimiento provisional de la Generalitat de Cataluña formalizado en un escueto Real Decreto-Ley de 29 de septiembre de 1977, que estableció la regulación básica de su organización y funcionamiento. Enseguida se constituyó una Comisión Mixta de transferencia de competencias a la Generalitat provisional, integrada paritariamente por representantes de la misma y del Estado. El propio Tarradellas presidió durante algunas sesiones de la Comisión y yo mismo, por entonces un joven funcionario técnico de la Presidencia del Gobierno, fui designado secretario, lo que me atribuyó la emocionante responsabilidad de redactar los primeros borradores de acuerdos y reales decretos de transferencias. Recuerdo de las comunicaciones y relaciones directas con Tarradellas, en aquellos meses, su horror a la improvisación y precipitación. Recibí en alguna ocasión su indicación de que no me dejara llevar por las prisas y presiones para que se aceleraran las transferencias. Lo importante para él no era acumular competencias administrativas sino afianzar la situación y consolidar un poder efectivo. No quería repetir, ni por asomo, ninguno de los errores de sus predecesores en el cargo. El de Macià, cuando, nada más asumir el Gobierno de Cataluña, publicó el 14 de abril de 1931 un Manifiesto en el que proclamaba la «República catalana» y animaba a la inmediata creación de una «Confederación de pueblos ibéricos». El Gobierno del Estado le hizo rectificar enseguida. Tampoco la desmesura de Companys cuando declaró, el 6 de octubre de 1934, el «Estado catalán de la República federal española», con manifiesta desconsideración hacia la Constitución vigente.

			El movimiento descentralizador del período de la Transición no se paró, sin embargo, en las restauraciones de los regímenes autonómicos periféricos, sino que avanzó muy activamente en la implantación en todo el territorio del Estado de autogobiernos regionales que se denominaron «preautonomías» en cuanto que avanzaban un modelo de organización que la inmediata Constitución habría de ratificar y ampliar.

			Así como las raíces de la restauración de la Generalitat y las negociaciones habidas para hacerla efectiva fueron bastante explícitas, la expansión a todo el territorio del Estado de los regímenes provisionales de autonomía regional o «preautonomías» cobró enseguida un impulso imparable sin que hubiera razones históricas que lo avalasen ni tampoco reclamaciones populares que lo incitasen. Fue la consecuencia de una política diseñada por el Gobierno, que se ejecutó mediante negociaciones con los líderes nacionales y territoriales de los partidos políticos más representativos. 

			Aunque la estructura política y administrativa interna de las Preautonomías no era muy diferente de la establecida para la Generalitat, no había entonces ningún designio político que condujera a que la autonomía hubiera de ser reconocida de manera uniforme e igual a todos los territorios que formaban el Estado. Estuvo presente en estas acciones preconstitucionales la idea política de que la descentralización era un modelo organizativo inevitable y generalmente deseado, pero la opción no comprendía la equiparación de todas las formas territoriales de autogobierno.

			Por esta razón, los constituyentes actuaron con muy pocos condicionamientos acerca de cómo aplicar la descentralización. Con excepción de las regiones que llegaron a tener Estatutos de autonomía aprobados mientras duró la II República, en las que parecía seguir viva, con diferente intensidad, la reclamación de un régimen de autogobierno parejo al contemplado en la Constitución de 1931, las demás regiones no expresaron nunca su adhesión a fórmulas organizativas específicas. 

			Sin embargo, la Constitución de 1978, por razones que nunca se explicaron con detalle en los escuetos debates sobre el proyecto, optó por utilizar, como herramientas principales para la organización territorial del Estado, las mismas empleadas en 1931 y, sobre todo, entregó la función de disponer sobre la organización, régimen y competencias de las futuras Comunidades Autónomas a un instrumento normativo singular, invento genuino de la Constitución republicana y sin parangón entonces en ningún sistema federal o asimilable del mundo: el Estatuto de autonomía. 

			Como en aquella otra ocasión histórica, la Constitución de 1978 no se decantó por establecer directamente en su texto cuáles serían las regiones o nacionalidades con regímenes de autonomía y el grado de autogobierno o diferencias entre ellas, sino que asumió la alternativa de que el acceso a fórmulas de autogobierno sólo se produjera a instancia de las provincias interesadas, lo que posibilitaba que en una parte del Estado se establecieran Comunidades Autónomas mientras que otros territorios o provincias se mantuvieran sometidos a la disciplina de la antigua centralización. El modelo de Estado resultante podía, en efecto, estar compuesto totalmente por territorios autónomos, de modo semejante a una federación, o sólo parcialmente. Para esta alternativa, considerada expresamente por los padres de la Constitución de 1931, no existía siquiera una denominación conocida, por lo que aquéllos se inventaron un concepto: «Estado integral». Esta noción, manejada por Jiménez de Asúa en el debate, pasó al artículo primero del texto constitucional: «La República constituye un Estado integral compatible con la autonomía de los Municipios y las Regiones».

			Se aceptó la herencia en la Constitución de 1978 de esta peculiar fórmula, aunque sin repetir su nombre bautismal. La transformación del Estado dependería, por tanto, de la aprobación de normas secundarias, que volvieron a recibir la denominación de «Estatutos de autonomía», en los que, a iniciativa de cada territorio interesado, se fijarían las instituciones y atribuciones de la correspondiente Comunidad Autónoma.

			Esta elección fue un evidente error técnico, no percibido entonces, pero manifiesto desde poco después de que los Estatutos de autonomía empezaran a aprobarse. Puede decirse, sin ningún riesgo de error, que en las deficiencias de los Estatutos como normas en que pueda fundarse la organización de un Estado federal o autonómico radica, en muy buena medida, la crisis constitucional que ahora padecemos. 

			Así lo sostengo porque el Estatuto de autonomía, copiado en 1978 del texto constitucional de 1931, es un tipo de norma singularísimo que se forjó, de manera ciertamente improvisada, para resolver la cuestión de la autonomía de Cataluña, y que no tenía sentido que se convirtiera en un instrumento repetidamente utilizado por el resto de las regiones españolas.

			La reivindicación de autonomía por las fuerzas políticas catalanistas había pasado por diversas vicisitudes y propuestas durante los dos primeros decenios del siglo XX. Ninguna solución fue importante, pero establecieron precedentes que sirvieron para afinar la cultura política del territorio y precisar sus reclamaciones. En el período final de la dictadura de Primo de Rivera, las exigencias se concretaron en la realización del derecho de autodeterminación de Cataluña. Estas pretensiones nacionalistas obtuvieron el reconocimiento y respeto de otros políticos estatales y líderes influyentes, entre los cuales Azaña, del que hay que recordar su discurso de 27 de marzo de 1930, en Barcelona, en el que se expresó sin titubeos sobre ese derecho a la autodeterminación. Pocos meses después, en agosto, se celebró la reunión que dio lugar al Pacto de San Sebastián. No se sabe con absoluta certeza lo que se debatió sobre el autogobierno territorial, pero los delegados catalanes aseguraron inmediatamente que se había contraído el compromiso formal de todos los presentes de resolver la «cuestión catalana» en base al principio de autodeterminación, que se realizaría mediante un Estatuto o Constitución autónoma «propuesta libremente por el pueblo de Cataluña y aceptada por la voluntad de la mayoría de los catalanes, expresada en un referéndum votado por sufragio universal». 

			Después de las elecciones municipales del 14 de abril de 1931, que, en Cataluña, dieron la victoria a la coalición nacionalista de izquierdas integrada por Esquerra Republicana de Cataluña (ERC) y la Unió Socialista de Catalunya (USC), y tras arreglar el desafuero resultante de la declaración de Macià de la República catalana (el Gobierno del Estado hizo posible el funcionamiento provisional de la Generalitat mediante los Decretos de 21 y 28 de abril y 9 y 15 de mayo de 1931), se constituyó una Comisión que se encargaría de redactar el Estatuto. Se reunieron sus miembros en el Santuario de Nuria, y les bastaron diez días (entre el 10 y el 20 de junio) para concluir el proyecto. Con muy pocas correcciones añadidas, el texto se sometió a la aprobación de los ayuntamientos catalanes, que se la otorgaron unánimemente; y sometido después a un referéndum popular, que arrojó el asombroso resultado del 99% de votos favorables con una participación cercana al 80%.

			Esto último ocurrió el 2 de agosto de 1931. El 11 siguiente la Generalitat declaró que el texto era la «expresión oficial de la voluntad de Cataluña». Macià lo llevó a Madrid pocos días después, y el 18 del mismo mes Alcalá Zamora lo dejó presentado en las Cortes.

			Por entonces aún no se había aprobado la Constitución, cuyos debates se prolongarían hasta diciembre, de modo que el Estatuto, que era una norma no sometida a ningún régimen constitucional vigente, se consideraba por sus promotores válido y definitivo, en tanto que resultado del ejercicio del derecho de autodeterminación.

			La anticipación a la Constitución determinó que el Estatuto no sólo fijara las condiciones de autogobierno de Cataluña, sino que también regulara directamente las «atribuciones de la República» pormenorizadas en las listas de materias contenidas en los artículos 10 y 11, completadas por otras muchas reglas que imponían deberes a la República en relación con la Generalitat. La autodeterminación también comprendió esa singular heterorregulación. Cuando el Estatuto se debatió en las Cortes, éste fue uno de los extremos que se eliminó, con razones sobradas, porque si se hubieran aprobado otros Estatutos y todos hubieran dispuesto sobre el Estado de diferente manera, la regulación resultante podría haber sido indescifrable. Pero es de notar que la voluntad que expresaron en el preámbulo los redactores de aquel Estatuto de Nuria, el primero de la historia de Cataluña, fue que el modelo se generalizase: «Cataluña —afirmaba— quiere que el Estado Español se estructure de manera que haga posible la federación entre todos los pueblos hispánicos, ya establecidos, desde luego, por medio de Estatutos particulares como el suyo, ya de manera gradual».

			El debate del Estatuto en las Cortes se aplazó hasta el 6 de mayo de 1932. El problema que planteaba debatir una norma preconstitucional, como el Estatuto, con las miras puestas sobre todo en verificar su compatibilidad con una Constitución aprobada después, era muy delicado. Evidentemente el Estatuto de Nuria había condicionado mucho las opciones de los constituyentes, que no podían despreciar la autodeterminación catalana aprobando una Constitución que no diera cabida al Estatuto. Pero tampoco era posible asumir, sin más, que el Estatuto pudiera regular cuestiones no autonómicas o superponerse a la Constitución.

			Durante el debate de la Constitución no se dedicó mucha atención a ese dilema pero, en cuanto que se acometió el examen del Estatuto, lo primero que se puso de manifiesto fue el problema de si las Cortes debían limitarse a ratificarlo o podían enmendarlo en los extremos incompatibles con la Ley Fundamental. Para facilitar algo las cosas, se evitó presentar a discusión el texto original preparado en el Santuario de Nuria, y se encomendó a una Comisión que lo depurara convirtiéndolo en un proyecto de ley. El 8 de abril de 1932 se publicó en el Diario de Sesiones. Este cambio era fundamental porque aquel día el Estatuto dejó de ser una norma territorial perfecta, válida y autoejecutiva, para transformarse (quizá sin perder la condición simultánea de norma territorial) en una ley del Estado que, como tal, resultaba enmendable en el proceso de discusión parlamentaria.

			Pero el problema más principal concernía a la compatibilidad material entre el Estatuto y la Constitución. Evidentemente, con independencia de la tramitación a que se sometiera el texto, lo decisivo sería que una norma considerada la «expresión oficial de la voluntad de Cataluña» no fuera desautorizada y cambiada sustancialmente en las Cortes. 

			Para evitarlo, los constituyentes, creo que sin demasiada conciencia de lo que estaban haciendo, o al menos sin valorar consecuentemente sus resultados, establecieron una regulación muy abierta e imprecisa del régimen de las regiones y sus competencias, lo que, sin duda, facilitaría compatibilizar un texto como el catalán aprobado sin tener a la vista ninguna referencia constitucional. En el artículo 11 se encomendaba al Estatuto de autonomía la función de determinar las competencias de la región autónoma y su último párrafo reconocía que, «una vez aprobado el Estatuto, será la ley básica de la organización político-administrativa de la región autónoma y el Estado la reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico» (el paralelismo con la redacción del artículo 147.1 de la Constitución de 1978 es manifiesto).

			Con una Constitución casi vacía de contenidos normativos imperativos para el Estatuto era muy fácil conseguir cuadrar los intereses constitucionales y los estatutarios de Cataluña, sin desautorizar a los comisionados de Nuria. Azaña, que había proclamado su comprensión liberal con Cataluña en el citado discurso de 1930, pronunció otro no menos importante durante el debate del Estatuto, en el que sostenía, enfrentándose a los alarmistas que temían por la fragmentación del Estado, que después de aprobada la Constitución no había ninguna razón para pensar en una disolución territorial porque los principios integradores y unitarios ya estaban consagrados en aquella norma a la que habrían de someterse todas las demás. «Todas las dudas —dijo—, todas las preocupaciones relativas a la unidad española no están siquiera sometidas a discusión, ya no lo están; lo estuvieron mientras se discutió la Constitución, pero una vez votada la Constitución no hay perjuicio posible que se sostenga en cuanto a una probable dispersión de la unidad española...»

			Además de una rectificación sobre las consecuencias, incluso separatistas, a que podía dar lugar el ejercicio del derecho de autodeterminación, asumidas en la conferencia de Barcelona de 1930, también luce en las consideraciones transcritas el orgullo de Azaña porque la Constitución hubiera conseguido resolver la cuadratura del círculo.

			Maura fue de los pocos que, al responder a Azaña, explicó las claves del milagro: considerando que la Constitución no había establecido una regulación mínima de la organización territorial del Estado, era bastante sencillo que lo que estableciera el Estatuto no encontrara regla alguna limitativa de su libertad de disposición. Le espetó a Azaña que no creía que estuviera hablando en serio cuando argumentaba que la construcción del Estado ya estaba hecha en la Constitución: «La Constitución es el primer peldaño —aseveró—, el marco general; pero todo lo demás no está hecho». 

			Los diputados catalanes y muchos relevantes nacionalistas no estuvieron de acuerdo con las rebajas que, pese a todo, sufrió el Estatuto en el debate parlamentario. Aunque hinchando el perro, como suele ocurrir con esta clase de manifestaciones, desde el principio los más radicales consideraron las enmiendas reviviscencias del espíritu centralista y contrario a las libertades que había caracterizado a los Gobiernos borbónicos desde Felipe V a Fernando VII (Maspons i Anglasell: «Estas afirmaciones equivalen a las antes aludidas de Fernando VII [Constitución, sí, pero redactada por el pueblo no; la que yo quiera]: habrá Estatuto pero el que quiera el Estado español, no el que quieran los catalanes; es decir, el Estado español continúa exactamente con aquel estado de espíritu que hacía decir a Felipe V en los decretos que imponía a Cataluña después de 1714: ordeno y es mi voluntad... El tiempo ha pasado en vano, ha pasado en vano la proclamación de la República; después de las promesas de los primeros días, después de los decretos del Gobierno español sobre el Estatuto y después del plebiscito; la personalidad de Cataluña no existe; los catalanes no tenemos facultades propias; el territorio catalán es un conjunto de cuatro provincias que se pueden acoger a unos artículos de la Constitución española y formar una región igual a la de Extremadura o la de Murcia»).

			A lo largo del debate hubo otras expresiones de ese mismo desencanto, que no estaban fundadas tanto en los recortes sustanciales del Estatuto, que no fueron tan relevantes, como en el hecho mismo de que fuera sometido a debate parlamentario, como proyecto de ley, susceptible de deliberación y enmienda en las Cortes españolas. 

			La enseñanza de este período republicano, en el que se inventaron los rasgos definitorios del Estatuto de autonomía como norma, es que para hacer encajar el de Nuria en las prescripciones de la Constitución posterior hubo que renunciar en ésta a regular extensamente el régimen de las regiones autónomas. Se procedió, por tanto, desconstitucionalizando dicha regulación, por usar una expresión que se aplicaría muchos años después a la mimética solución asumida en 1978. De aquella manera el Estatuto tendría una función de carácter constitucional, rellenaba los huecos abiertos en la Ley fundamental. Si, además, no se sometía a modificaciones importantes en el debate parlamentario, podría asumirse, en términos políticos, que no eran muy diferentes ambas normas ni en cuanto a su sustancia ni respecto de su fuerza. Añádase que la configuración de los Estatutos como normas rígidas, sometidas a procedimientos de reforma muy severos, similares a los previstos para la Constitución pero entregados a la exclusiva disponibilidad de la propia región autónoma, los vestía por completo con el ropaje de las normas de primer rango. Eran también, como la Constitución, normas de normas, normas sobre creación de Derecho porque eran el punto de partida del ordenamiento entero de la región autónoma. 

			La bilateralidad y el pactismo se habían hecho muy presentes en el proceso. Las relaciones de Cataluña con Castilla y el resto de los reinos peninsulares podían parangonarse idealmente con las que habían existido en la época de los primeros Austrias.

			Además de concebirse políticamente el Estatuto como el resultado del ejercicio de la autodeterminación, el acuerdo del Estado con su texto podría considerarse un pacto determinante de la integración de Cataluña en el Estado español.

			El sometimiento del Estatuto a la Constitución, claramente resultante de las determinaciones de ésta, hizo que la realidad jurídica no fuese exactamente coincidente con aquella explicación política y pactista, como habrá ocasión de exponer más adelante. El Estatuto fue configurado en la Constitución republicana como una disposición de doble carácter que no ha perdido en la Constitución vigente: al tiempo que norma institucional básica de la región autónoma sería también una ley del Estado. Esta singularidad era de gran alcance porque permitió que los Estatutos aspirasen siempre desde entonces, aunque con frecuencia no lo consiguieran, a incluir reglas concernientes a las instituciones o competencias estatales. 

			A la postre, del período republicano salió perfilada esa complejísima norma, que volvió a usarse para el País Vasco y Galicia. No es comparable ni el procedimiento de aprobación ni su doble función normativa con la que tienen asignada por lo común las Constituciones de los Estados miembros de las Federaciones, que se aprueban por los Estados mismos y no son normas de la Federación, aunque las cámaras legislativas tengan la competencia para verificar que no contienen normas incompatibles con la Constitución federal.

			La cuestión última que queda por plantear para concluir esta exposición es obvia y su respuesta no requerirá más desarrollos. ¿Era la situación en 1978 parecida a la de 1931? Aunque sea comprensible que Cataluña aspirase a la restauración de la Generalitat y a disponer de un régimen de autonomía similar al que tuvo durante la II República, ¿era razonable que su fundamento principal, el derecho de autodeterminación, se reconociese a todas las provincias de España con entidad regional histórica? ¿Era aceptable la renuncia de la Constitución a regular de modo directo la deseada descentralización y su concreción en leyes del Estado? 

			En todo caso, no hay un solo informe, ni un solo debate, ni el más mínimo estudio en el que se llegara a abordar cualquiera de esas cuestiones. Es sorprendente que así ocurriera, pero se optó por reproducir las soluciones de 1931 sin más valoraciones ni enmiendas. Éste fue el error originario que llevaría a la severa crisis constitucional de nuestros días. 
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